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La ley provincial N*13.117,
La Función Actuarial Ia

2010y publicada en el Boletín
Oficial de Santa. se-oigo teme de 010medica car
tículo 174 de la Ley Orgánica del

ñ1 ll 3 ll ll 7 PoderJudicial de la Provincia de
y o Santa Fe N* 10,160 (to. Decreto

o, 'N* 46/98), adicionandoel inciso
NA il al delegación 21 yexcluyendo expresamente

su aplicación a los Secretarios del
Fuero Penal, conformealo esta-

de bill blecido en las leyes N” 13.013,
13.014 y 13.018. 



Así, el inciso 21 delartículo 174, refe-
ido a los Secretarios, quedó redactado de
la siguiente manera:

«e)Atribuciones y deberes. Artículo 174.
Además de las funciones que les correspon-
den como fedatarios y conductores del pro-
cedimiento, en el carácterdejefes inmediatos
dela oficina los compete-.. inciso 21):poder
delegarsusatribuciones y deberes enel pro-
secretario, conforme a la reglamentación que
disponga la Corte Suprema de Justicia»

 

Por llo, esta trabajo tendrá comofinal
dad el comentario de tal novedadlegislativa
que, como se verá, presenta a nuestroer
tender aspectos positivos y otros que mere-
cen una profundización de la discusión, fun-
damentalmente, en o relativo a a exclusión
de su aplicación al Fuero Penal.

  

¿Como podriamosdefinirla función ac-
tuarial? El Secretario es mucho más queel
principal colaborador del Juez, En el desa-
rrollo de sus tareastiene que afrontar con
éxito la labordiaria de un juzgado,ajustan-
do su proceder a las pautas establecidas
en las normasprocesales y a aquellas que
determine el propio magistrado. Reviste
así un rol de importancia decisiva, debien-
do contar con la capacidad necesaria para
atender lo urgente e importante como a

 

 

aquello vinculado al quehacercotidiano de
su tarea (control material y funcionalde la
dependencia, de los expedientes, atenc
continua al profesional y coordinación de
su personal, entre muchas otras).Las obli
gaciones, deberes y facultades del actuario
se encuentran básicamente contenidas en
elartículo 174 de la Ley N” 10.160, Dicha
norma,ciertamente, constituye el eje fun-
“damental, en nuestra Provincia, de cuanto
es inherente a la función del Secretario, la
que pueden resumirse en los tres grandes
grupos de responsabilidades que enumera
el encabezamiento de dicho artículo: fed
tario, jefe inmediato de oficina y conductor
del procedimiento.

 

 

 

 

La generalidadde la norma da clara
idea de la amplitud de tareas que abarca,
entonces,la función actuarial la q
agota, ciertamente,enla enumeración que
proporciona dicho artículo, sino muy por
el contrario. Hay obligaciones
“en numerosas normas provinciales, fun-
damentalmente, en los Có
dimiento. Así, podemos
nidas en nuestro Código Procesal Civily
Comercial: recepción de audiencias (art.
18 cecc); anotación dediligencias (art, 32
crac); autenticación defirmasy poderes
(art. 41 cpcc); autorización de actuaciones
judiciales, aceptaciones de cargo y otor-

  

 

  

 

 

gamiento de fianzas(art. 49 cecc); otor-
gamiento de cargo (art. 52, 54 y 33 cecc);
controlde entrega de expedientes (art. 57
ecc); notificaciones (art.57. 60 a 69 cecc)
protocolización de sentencias y resolucio-
nes(art. 107 cecc); control del libro de pase
a estudio o resolución (art. 122 cpce); for-
mación de cuadernos de prueba y su agre-
gado a autos(art. 150 y 406 cecc); control
de caducidad de instancia (art. 233 ceco)
el presidir remates (art. 493 cecc), por ci-
taralgunas.

 

ElCódigo Procesal Penal vigente,impo-
ne por su parte, numerosas obligaciones al
Secretario,de las cuales mencionamos sólo
las más importantes: certificación de an-
tecedentes condenatorios previo a la au-
diencia de debate o traslado a las partes
para conclusiones(art. 71 cer); control en
la entrega los expedientes (art. 120 y 121
cer); control de vencimiento de los tárminos
(art. 156 cer); informe de causas a reso-
lución (art. 159 cre); compilación de actas
(art, 187 cop); muy especialmente, control
y rúbrica de los efectos secuestrados (art
230 cr); comunicacionesiniciales deljuicio
común y correccional (art.375 y 504 cp)
entre muchasotras.

 

 

 

 

Existen numerosas normasrelativas a
la función actuarial, dispersas en diferen-
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 tes leyes provinciales: tienen que comu-
nicar al Registro de Procesos Universales
las declaratorias de herederos (art.6 Ley
N? 8100 mod.por Ley N* 8.744); autos de
reputación y declaración de vacancia (art.
7y 8 LeyN* 8.100 mod.por Ley N” 8.744);
debeninformarlas declaraciones de quie-
bra o aperturas de concursos al Registro
Público de Comercio al Registro de Proce-

Universales (art. 14'ncs. 6", y 88 inc.
Ley N? 24.522); dentro delas veinticuatro
horas, de dictado el auto de quiebra de-
ben publicar edictos para hacer conocer
elestado falencial del deudor(art. 89 Ley
N? 24.522) intervienen los libros contables
deldeudor concursado (art, 14 inc. 5*. de la
Ley N? 24.522). Destacándose,además,las
contenidas en el Código Fiscal y en la Ley
Impositiva Anual, pues atribuyen impor-
tantes responsabilidados en materia fis-
cal para los supuestos de incumplimiento.

  

Muchas otras normas vinculadas a la
función del Secretario se fijan por Acorda-
das y Actas de nuestro Alto Tribunal (Ac.
N*10, pto. 3, del 14/3/2000 y Ac. N* 23,
pto. 2, del 7/6/2000 de la cs:sF., ambas
referidas al acto de subasta en horario ves-
pertino—; Ac.N* 90 del 31/7/1980, pto. 7,
de la csysr —faculta a los Secretarios de
las Cámaras de Apelación a autenticarins-
trumentos públicos y documentos con se-

llos de agua provistos por la Secretaría
Acta N* 38 del

21/3/1984,pto. 5.3 a) de la css —deben
comunicar mensualmentea la Corte Supre-
ima de Justicia las salidas transitorias del
personalde su dependencia; Acordada N*
127 del 1/8/1991, pto. 1 dela cs:se—tienen
a su cargo elcontralordel pagodel impues-
to del a entlos expedientes donde se lleven
a caboremates judiciales, antes delauto de
aprobación de las subastas—; Ac. N* 175
del 11/12/1991, pto. 17, de la cszse —son
responsables de la custodia de los sellos,
libros, etc. que se encuentren en su depen-
dencia judicial. También existen numero-
sos acuerdos de las Cámaras de Apelación
decada fuero o de sus Presidencias que, en
uso delas atribuciones de superintenden=
cia que les son propías, imponendistintas
responsabilidades actuariales.

  

 

Todasestas funciones,las que se enun-
cian a titulo simplemente ejemplificativo
(pues agotarlas no sólo resultaría suma-
mente aburrido sino de imposible ejecución)
generan, como es natural, responsabilida-
des administrativase incluso penales para
los supuestos de incumplimiento. Resulta
vidente, en resumidas cuentas, que dicho
cúmulo de funciones, conformela legisla-
ción vigente en la actualidad, no puede ser
adecuadamente cumplido si no se cuenta

 

 

conlos necesarios recursos técnicos yfun-
damentalmento, humanos.

Detodasformas, es nuestra Ley Orgá-
ica del Poder Judicial, (que como dijimos
esnorma medular en cuanto al desempeño
actuarial. la que fja como novedad logis-
lativa,elahora inciso 21*, conforme al cual
les compete«.. poder delegar sus atribucio-
nesydeberes enel Prosecretario conforme a
la reglamentación que dispongala Corte Su-
prema de Justicia». La apuntada Reforma
Legal consagra la posibilidad de delegar
en el Prosecretario todas esas facultades
y deberes, (elo, claro está,sujeto a la pen=

iente reglamentación porparte de la Corte
Suprema de Justicia de la Provincia). Como
no podría ser de manera diferente, la mo-
dificación al régimen existente genera no
pocosinterrogantes,los cuales, espérase,
habrán de despejarse adecuadamente atra-
vés de la señalada regulación.

 

  

 

 

Aldelegarestamos encomendando,au-
torizando y facultando a un colaborador una
tarea sobre la que tenemosresponsabilidad
directa, por imperio legislativo, confiando
en un tercero -ahora el Prosecretariosu
ejecución. Por eso, en cuanto a esta prime-
ra parte de la cuestión introducida, aplau-
dimos el hecho de que se haya otorgado
statuslegislativo a un régimen que, cierta-



mente, ya existía porvía reglamentaria de
la Corte Suprema de Justicia de la Provinci
de Santa Fe («Régimen delos Prosecretarios,
Practicantes y Pasantes», Acta N? 18, pun-
to 9 del 19/05/2004 sus modificatorias).

 

 

“Ahora bien, a nuestro entender, la re-
glamentación deberá afinar,porasí decirlo,
'una multiplicidad de cuestiones que no han
sido debidamente reguladas conel apunta-
do «Régimen de los Prosecretarios.... Muy
porelcontrario, no es novedad,pues cu:
quier operadordel sistema puede palparlo,
quedicho Régimen ha generado no pocas
incertidumbres en orden a las facultades
y deberesde los Prosecretarios, debido a
su amplitud, y que deberían ser supera-
das con la reglamentación a dictarse, con-
forme lo manda la Norma Provincial que
comentamos. Tal regulación debería pre:
sar certeramente qué puede y debe dele-
garse, conforme a las particularidades de
cada fuero e instancia; precisar el modo de
acceso a dichafunción por Concurso dejan-
do de ladola discrecionalidad existente en
el actualsistema, (debiendo ser a nuestro
criterio cerrado, en defensa de la carrera ju-
diciall establecerlas causales de remoción
del. cargo: clarificarsu situaciónjerárquica y
úremunerativa; determinarsi deben afianzar
porlas responsabilidades derivadas de su
función;etc. Dicha reglamentación, enfin,

  

 

  

habria de clarificarla posición del Proso-
cretario en orden a susfacultades y oblig
ciones. En efecto, como hemos señalado, el
contenido de dicha función no aparece ade-
cuadamente comprensibleen la actualidad
y. peor aún, se encuentra, por qué no d
cirlo,líbrada al Magistrado y al Secretario
de cada unidadjurisdiccional más allá de
algunos criterios que han ido uniformándo-
se con el correr de los años. Ocioso se-
falar que ello genera una multiplicidad de
situaciones e incertidumbres ciertamente
nada beneficiosas para la administración
de justicia. Nos encontramos con la refor-
ma legislativa operada, ante una excelente
oportunidad de superarla.

 

 

  

  
 

  

Señalaremos ahora, someramente
¡cómose encuentra regulada la función en
laactualidad, proponiendo a renglón segui
do, algunas concretas modificaciones que
podrían introducirse, basándonos no sólo en
la apuntada experiencia diaria, sino también
en otras normativas provincial

 

 

De acuerdo alcitado reglamento,entre
lasfunciones del Prosecretario se encuen-
Aran las de:

a) Cumplir la función de auxiliar directo
del Juez, facilitando la tarea de búsquedaju-
risprudencial y material normativo y biblio-

 

gráfica, y toda otra actividad preparatoria de
las resoluciones que se les encomiende, co-
laborando activamenteen laclasificación de
la jurisprudencia del Tribunal.

b) Firmar cédulas revisar oficios, solici
tar y remitir informes, confeccionar estadis-
ticas, supervisar la ejecución de las órdenes
emitidas por elJuez o Secretario, materializar
aquellas actividades que hagan al funciona-
miento administrativo de la oficina, suscri-
biendo la documentación pertinente.

Nos parecería adecuado agregar,
chastareas, las de:

 die

a) Suplir al Secretario en caso de au-
sencia temporaria, menora 30días, o im-
pedimento alguno.

b) Proyectar providencias de mero trá-
mite y ponerlos escritos y expedientes al

 

«) Lievarlos registros informáticos, es-
tadísticas y archivo.

 

e) Contralor del personal de la depen-
dencia judicial.
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Control directo,ejecución y provisión
de elementos necesarios para el correcto
funcionamientode la oficina; como también
lo relativo al mantenimiento.

Debemos dejar sentado que, a nues-
tro criterio, La forma de designación que
postulamos(concurso cerrado) deberá res-
guardar adecuadamente los derechos de
los Prosecretarios que ya han prestado
Juramento (art,3 infine del Reglamento)y
que se encuentran enelcargo cumpliendo
sus funciones.

 

Particular situación plantea la Ley N*
13.117, en relación a los Secretarios del
Fuero Penal, como ya adelantamos, en su
artículo 2En efecto, expresamente los ex-
cluye de la posibilidad de delegar sus fun-
ciones en el Prosecretario al señalar que
«..lodispuesto en la presente noes aplicable
a los Secretarios del Fuero Penal, de confor-
'midad a lo establecido en las leyes 13.013,
13.014 y 13.018».

Los primeros textos legales regulan,
respectivamente, al Ministerio Público de
la Acusación y alServicio Público Provin=
cial de Defensa Penal, en tanto el último re=
glamenta cuánto es atinente al Período de

 Transición enla Aplicación del Nuevo Código
ProcesalPenalde Santa Fe. Las normas han
sido sancionadas en época reciente, toda
vez que, conforme es de público conoci-
miento, elSistema de Enjuiciamiento Penal
"en nuestra provincia avanza decididamente
endirección a una profunda transformación
respecto de su actual paradigma.

 

Volviendo,entonces, a la cuestión ob-
joto del presente, no cabe menos que pre-
guntarse, comoes lógico, el motivo de
exclusión señalada. ¿Cuál puede haber
sido el razonamiento seguido por los le-
gisladores al excluir a la figura del Prose-
cretario delFuero Penal? ¿Encontramosla
respuesta en las tres leyes a las que, de
manera genérica, remite? Contestar afir-
mativamente pareciera, cuanto menos,
discutible, por las razones que habrán de
señalarse. Y que, centrando nuestra
atención en la cuestión relativa a la modi-
ficación del proceso penal que se encuen-
ra en marcha y a la última delas normas
de mención, la Ley N* 13.018,vale recordar
den primerlugar, que el mismo no se encon=
trará en pleno funcionamiento sino hasta
transcurrido un plazo más o menos pro-
longado detiempoy queresulta de impre-
decible estimación. En segundo, que hasta

  

 

  

 

tanto ello ocurra, tendrá lugar el Período
de Transición, cuya duración se estima, de
acuerdoala ley, en (al menos) tres años.
Pero, además deello, interesa destacarse
quepor motivas cuyo análisis excedenel
marco de no se hadeterminado aún,
por parte de os órganos competentes,el
momentodel comienzode dicho período.
Mientrastanto,la ampliación las facul-
tades del Secretario y,por consiguient
del Prosecretario ya es ley y sólo espera
la reglamentación que debe concretar a
Corte Suprema de Justicia para entrar en
plena operatividad, Pareciera, en resumi
das cuentas, que la Ley N* 13,117, con la
exclusión de referencia, tal vez se ha ade-
lantado a lostiemposdela transformación
del sistema de enjuiciamiento,Pues mien-
tras la mismatiene lugar (concretament
en el momento de la redacción delpresen-
te) los Juzgados Penales (Correccionales
de Instrucción y de Sentencia), continúan
con la labor que lees propia de acuerdo a
sus respectivas competencias.

 

 

 

 

Los titulares de las Secretarías del Fue-
ro Penaltienen no sólo los deberes qué
enumeran en el art.174 de la Ley N* 10.160,
sino además aquellos quelo están especí-
ficamente en elart. 175 del mismo cuerpo

 

 



legal, a lo que se agregan los demás que
aparecen dispersos porel Código de Pro-
cedimiento Penaly a Los que ya se hiciera
referencia. El cómulode tareas es evidente,
pero con la mencionada inclusión legislat
va la cuestión parece agravarse, pues selo
priva dela posibilidad de contar con un co-
laborador en lastareas de dicha área, con
videntes consecuencias negativas.

 

Ahora bien,aun dejando delado lo ante-
rior, y ubicándose en la hipótesis relativa el
inminente comienzo del Período de Tran:
ción, comopareciera la inteligencia deltexto
legal, cabo preguntarse, una vez más, cuál

la razón para excluir dicha facultad, (y
por ende,la figura delProsecretario) a los
Secretarios que habrán de actuar durante
ese período intermedio. No parece haber un
motivo plausible, Antes bien, conformelo
demuestra la experiencia,la transforma-
ción de un sistema de enjuiciamiento re-
sulta traumática por una cantidad de mo-
tivos. No contribuye,en nuestra opinión, a
“amortiguar los efectos negativos,la priva-
ción de recursosal sistema en el momento
en el que,talvez más necesita de ellos sino
todolo contrario y contrariamente a elo,no
se observa motivo alguno para excluir a los
órganosjurisdiccionales que habrán de ac-

 

  

 

  

tuar durante ose periodo de una figura que
podría resultar deinnegable colaboración.

¿Existe un modo de minimizarlos efec=
os negativos de la exclusión que se co-
menta? Como no podría ser de otro modo,
loidealsería una modificación legislativa.
Sin embargo, sabemos que ello no resulta
de sencilla ejecución. La respuesta este
interrogante podría quedar, entonces, en la
reglamentación quese dicte porpartede la
Corte SupremadeJusticia,pues ella cabe
taltarea, de acuerdoa Loexpresamente pre-
visto porla ley a que nos referimos. Corres-
pondera,en definitiva, a dicho Tribunal, por-
cibirla realidad actualla venidera durante
sl Período de Transición,a fin de adecuar tal
regulación,sin exorbitar sus límites, claro
está, la misma.

 

Nuestra conclusión

Aplaudimosla incorporación del inci
so 21 al art. 174 de la ley 10.160 puesto
que consideramos quela figura del Pro-
secretario, ahora con facultades fedatarias
establecidas legalmente y no por vía re:
lamentaria, permitirá descomprimir las
innumerables funciones del Secretario re-

 

 

 

dundando en un mejor desempeño de su
función y del servicio de justici 

La exclusión de tal facultad a los Se-
eretarios del Fuero Penal parece ser, por
qué no decirlo— apresurada, por los moti-
vos antes señalados; pero además, gene-
radora de una notoria desigualdad de asig-
nación de recursos, y alejada portanto, del
principio que debe gobernarla sanción de
unaley referida al Poder Judicial, como es
la tendencia a la mejor administración de
justicia. Porello, postulamos su incorpo-
ración, porvíalegislativa o reglamentaria,
alos Juzgados Penales actuales y a los fu-
turos de Conclusión de Causas
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